El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN DE INCIDENTE DE DESACATO / REQUISITOS GENERALES Y ESPECIALES DE PROCEDENCIA / EL ASUNTO DEBE TENER RELEVANCIA CONSTITUCIONAL.
Corresponde a la Sala determinar si en este asunto procede la acción de tutela frente a la decisión del juzgado accionado por medio de la cual se abstuvo de sancionar por desacato a la Secretaria de Desarrollo Social y Político de Pereira. En caso positivo, se establecerá si en esa determinación se incurrió en defecto que lesione el derecho al debido proceso de que es titular la actora.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
A estos presupuestos, la misma Corporación, cuando se trata de providencias que definen incidentes de desacato, ha añadido los siguientes: 

“i) La decisión dictada en el trámite de desacato se encuentre ejecutoriada…
ii) Se acrediten los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales y se sustente, por lo menos, la configuración una de las causales específicas (defectos).

iii) Los argumentos del promotor de la acción de tutela deben ser consistentes con lo planteado por él en el trámite del incidente de desacato…
(iii) El deber de cumplimiento de las providencias judiciales como componente del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia y al debido proceso” (…)
… uno de los requisitos de procedencia de la acción de amparo frente a decisiones judiciales es que el asunto tenga una evidente relevancia constitucional, de manera tal que no cualquier irregularidad que ocurra en un proceso justifica conceder el amparo; es menester que la providencia afecte de tal manera los derechos fundamentales, que sea necesaria la intervención del juez de tutela, lo que no acontece en este caso. (…)
… en definitiva la pretensión principal de la actora, dirigida a que se le diera respuesta a esa petición, se encuentra satisfecha con independencia de si fue la parte accionada o el juzgado de conocimiento el que adelantó la gestión relativa a la notificación de esa respuesta o si ello se produjo antes o después de proferida la providencia que definió el trámite incidental, y por tanto, el proceder de ese despacho para obtener el adecuado cumplimiento del fallo de tutela, para nada afectó a la demandante.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio trece (13) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 250 del 13 de junio de 2019

Expediente No. 66001-31-03-005-2019-00091-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la accionante  frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el pasado 29 de abril, en la acción de tutela que instauró la señora Socorro Silvia Mejía Gómez contra el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple local, a la que fueron vinculados el Alcalde, la Secretaria de Desarrollo Social y Político y el Subdirector de Desarrollo Social y de Familia del municipio de Pereira. 
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Como resultado de la investigación sobre el cumplimiento de requisitos en el reconocimiento de dignatarios de las Juntas de Acción Comunal de Pereira, realizada por Estudiantes de la facultad de Derecho de la Universidad Libre, se obtuvo que la del barrio La Victoria presenta irregularidades. 
1.2 Teniendo en cuenta lo anterior, formuló petición ante la Secretaría de Desarrollo Social y Político para obtener se expidiera copia de la “lista de chequeo y su gestión”. A falta de respuesta, instauró acción de tutela, la cual fue tramitada y definida por el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira, que decidió conceder el amparo del derecho invocado.
1.3 En atención a que la Secretaria de Desarrollo Social y Político dejó de cumplir su obligación de dar trámite a la citada solicitud, pidió se adelantara incidente de desacato; sin embargo, el juzgado accionado resolvió no sancionarla. Frente a esta decisión se presentó impugnación, la que fue rechazada por improcedente, al tratarse de una providencia inapelable. 
1.4 En aquella determinación, se incurrió en defecto fáctico y procedimental, con violación directa de la Constitución y en error inducido, ya que se omitió verificar si efectivamente se había dado cumplimiento al fallo de tutela; ella manifestó que no había recibido respuesta alguna y a pesar de que se allegó un documento con una firma de una señora llamada Consuelo, de quien según se dice es su vecina, se demostró, con la declaración rendida por esa misma señora, que ella no suscribió aquel documento; esa tacha probatoria fue desconocida; el propio despacho accionado, al percatarse de esa circunstancia y sin adoptar los correctivos necesarios frente a la mencionada Secretaría, ordenó notificarla de esa respuesta, actuación con la cual desconoció el principio de imparcialidad pues operó como “correo de la administración municipal… apoderada de la parte incidentada” y coadyuvó “a la omisión de cumplimiento de la acción de tutela”. 
1.5 El amparo es procedente como quiera que la cuestión tiene relevancia constitucional, existe inmediatez al tratarse de una decisión adoptada el 5 de febrero último y se agotaron los medios ordinarios de defensa judicial.  

2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita se sancione por desacato a la Secretaria de Desarrollo Social y Político de Pereira o en su defecto “hacer el análisis que permita determinar la viabilidad jurídica de dicha sanción, corrigiendo los errores que conllevaron la vulneración del derecho”.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 9 de abril pasado se admitió la acción y se ordenó vincular al Alcalde, a la Secretaria de Desarrollo Social y Político y al Subdirector de Desarrollo Social y de Familia del municipio de Pereira.
2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del juzgado accionado señaló que: a) en este caso no procedía la imposición de sanción si se tiene en cuenta que la autoridad demandada acreditó no haber incurrido en desacato. De todas formas, al percatarse de que el fallo no había sido debidamente cumplido, se ordenó proceder a ello; es decir, no subsanó ninguna omisión de la entidad incidentada, simplemente ordenó notificar a la peticionaria de la respuesta suministrada, por cuanto manifestó que no le había sido notificado;  b) la mencionada contestación fue presentada “dentro de los términos establecidos en el trámite incidental, con independencia de que su sentido sea positivo o negativo, como lo ha enmarcado la jurisprudencia la finalidad del incidente no es la imposición de un sanción en sí misma sino una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”; c) la providencia que definió el incidente no es susceptible de recurso alguno y d) en esa actuación se garantizaron los derechos procesales de las partes y las decisiones adoptadas no obedecen a caprichos o arbitrariedades.
2.2 La Secretaria de Desarrollo Social y Político de Pereira manifestó que la entidad que representa no ha lesionado derecho alguno a la demandante, toda vez que el 6 de marzo de 2018 se brindó respuesta a la petición que formuló y en el expediente obra prueba del cumplimiento del fallo de tutela. Agregó que es la misma accionante la que ha obstaculizado el actuar de la administración.   
2.3 Los demás vinculados guardaron silencio.

3. Mediante sentencia del pasado 29 de abril, la Juez Quinta Civil del Circuito resolvió negar el amparo invocado.
Para decidir así, luego de indicar que en este caso se cumplen los requisitos generales de procedencia frente a la providencia que definió el incidente de desacato, estimó que, de conformidad con la inspección judicial realizada, en ese trámite se respetaron las garantías procesales de las partes, sin que la pretensión principal de la actora, dirigida a obtener se sancione a la Secretaria de Desarrollo Social y Político, constituya prueba de la vulneración alegada pues la finalidad del incidente no es la imposición de sanciones sino el adecuado cumplimiento del fallo de tutela y a esto último se procedió por intermediación del juzgado demandado que, en uso de sus facultades legales, ordenó poner en conocimiento de la actora el oficio del 29 de enero último, por medio del cual se dio respuesta de fondo al derecho de petición; dicha actuación no constituye falta judicial, por el contrario es una medida dirigida a obtener el cumplimiento de la sentencia constitucional, al punto de que la demandante no plantea desacuerdo con aquella contestación.
4. Inconforme con esa decisión, la accionante la impugnó. A los argumentos que planteó en la demanda, agregó que el juzgado de primera instancia: a) identificó de manera errónea la controversia constitucional, lo que condujo a adoptar una conclusión igualmente incorrecta; b) las afirmaciones relativas a que el fin del incidente de desacato es el cumplimiento del mandato constitucional y que los poderes legales del juez le permiten garantizar ese objetivo, desconoce el principio del imperio de la ley y que el debido proceso “obliga el juez de tutela que no obstante ser plausible la obtención del fin perseguido en la norma… estas no pude (sic) ser alcanzado pisoteando otros derechos”; c) su único interés no es la concreción de una sanción, pues ello nunca fue expresado, mas si en gracia de discusión se aceptara ese planteamiento, es necesario indicar que el reproche de la sanción no debe “hacérsela a la tutelante sino al  legislador que es el que establece la norma sancionatoria, muy curioso que se señale al ciudadano que acude a la justicia para que se respete el procedimiento, y no que se señale y cuestione al funcionario que incumple con sus obligaciones legales” y d) omitió pronunciarse sobre los defectos fáctico y material, el error inducido y la violación directa de la Constitución, en los cuales incurrió la funcionaria accionada al exonerar a la Secretaria involucrada sin prueba alguna, ya que “no hay dentro del expediente una sola prueba referida a que a Silvia Mejia (sic) Gomez (sic) se contestará (sic) el derecho de petición de manera complementaria antes de proferida la decisión del incidente de desacato”. Además, con posterioridad, procedió a subsanar a nombre de esa funcionaria la falencia correspondiente.    
Solicita se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar se conceda el amparo al derecho al debido proceso.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este asunto procede la acción de tutela frente a la decisión del juzgado accionado por medio de la cual se abstuvo de sancionar por desacato a la Secretaria de Desarrollo Social y Político de Pereira. En caso positivo, se establecerá si en esa determinación se incurrió en defecto que lesione el derecho al debido proceso de que es titular la actora.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes
: “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes
: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un  supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 

A estos presupuestos, la misma Corporación, cuando se trata de providencias que definen incidentes de desacato, ha añadido los siguientes: 

“i) La decisión dictada en el trámite de desacato se encuentre ejecutoriada; es decir que la acción de tutela es improcedente si se interpone antes de finalizado el trámite –incluido el grado jurisdiccional de consulta, si es del caso–.

ii) Se acrediten los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales y se sustente, por lo menos, la configuración una de las causales específicas (defectos).

iii) Los argumentos del promotor de la acción de tutela deben ser consistentes con lo planteado por él en el trámite del incidente de desacato, de manera que a) no debe traer a colación alegaciones nuevas, que dejó de expresar en el incidente de desacato, y b) no puede solicitar nuevas pruebas que no fueron pedidas en un principio dentro del desacato y que el juez no tenía que practicar de oficio.

(iii) El deber de cumplimiento de las providencias judiciales como componente del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia y al debido proceso” 

4. Las pruebas allegadas al expediente, que obran en el cuaderno de primera instancia, acreditan los siguientes hechos: 
4.1 Mediante sentencia de tutela del 28 de agosto de 2018, el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira concedió el amparo al derecho de petición invocado por la señora Socorro Silvia Mejía Gómez y en consecuencia, ordenó a la Secretaria de Desarrollo Social y Político de Pereira, en el término de seis días, dar respuesta de forma completa y de fondo a la solicitud elevada por la actora el 8 de febrero anterior
.
4.2 El 21 de noviembre siguiente la accionante pidió se ordenara dar cumplimiento a ese mandato o en caso de persistir la renuencia, imponer sanción por desacato
.
4.3 El 29 del citado mes la citada funcionaria indicó que había dado cumplimiento al fallo de tutela y por auto del 7 de diciembre siguiente, la juez accionada resolvió no imponer sanción por desacato. El 14 de diciembre la demandante solicitó se diera nuevamente inicio al trámite incidental, ya que la respuesta brindada fue incompleta y extemporánea, y por auto del 24 de enero de 2019, se ordenó requerir a la incidentada para que brindara contestación íntegra a la petición
. 
4.4 En escrito presentado el 31 de enero pasado, el Secretario Encargado de Desarrollo Social y Político de Pereira informó que mediante oficio del 29 de ese mes, había dado cumplimiento a ese requerimiento
. Adjuntó copia de esa comunicación, en la cual aparece escrito: “recibí Consuelo” quien es “vecina de la señora Silvia Mejía Gómez… y se deja copia debajo de la puerta del domicilio”
.

4.5 Por medio de auto del 5 de febrero, la juez de conocimiento decidió no imponer sanción por desacato, porque se acreditó que se dio cumplimiento a la sentencia constitucional; además, dispuso notificar a la demandante de “la contestación a la apertura del incidente de desacato con los anexos”, teniendo en cuenta lo afirmado por la citada señora en el sentido de que no había recibido aquella respuesta
.
4.6 Contra esa providencia la actora formuló recurso de apelación. Adujo, entre otras cosas, que la juez demandada no tuvo en cuenta que la respuesta nunca le fue entregada, al punto de que se dejó de aportar la constancia de recibido, razón por la cual el desacato sigue vigente; que lo que pretende la funcionaria judicial es subsanar “a posteriori” la negligencia de la entidad administrativa al ordenar notificarla de la contestación brindada a la apertura del incidente
.
4.7 Luego de recibido el testimonio de la persona que supuestamente recibió aquella respuesta
, por auto del 24 de enero último la juez accionada resolvió, entre otras cosas, rechazar por improcedente aquel medio de impugnación, al tratarse de una providencia inapelable
.

5. En este caso la demandante considera que el juzgado accionado vulneró su derecho al debido proceso porque a pesar de que no existía prueba del cumplimiento del fallo constitucional, decidió abstenerse de sancionar a la funcionaria competente para obedecerlo, mediante auto en el que, además, ordenó ponerle en conocimiento la contestación a la solicitud tantas veces mencionada; es decir, que en el mismo acto en el que declaró la falta de desacato, procedió a subsanar la omisión de esa autoridad administrativa, relacionada con la indebida comunicación de esa respuesta. 

6. Como ya quedó advertido, uno de los requisitos de procedencia de la acción de amparo frente a decisiones judiciales es que el asunto tenga una evidente relevancia constitucional, de manera tal que no cualquier irregularidad que ocurra en un proceso justifica conceder el amparo; es menester que la providencia afecte de tal manera los derechos fundamentales, que sea necesaria la intervención del juez de tutela, lo que no acontece en este caso.

En efecto, de acuerdo con las pruebas atrás resumidas, la accionante solicitó se hiciera cumplir a la Secretaria de Desarrollo Social y Político el fallo de tutela que le ordenó resolver de fondo la petición que formuló el 8 de febrero de 2018 y en el proveído que definió el incidente de desacato, se resolvió no sancionarla porque obedeció la orden impuesta; además, notificar a la demandante de la respuesta suministrada, teniendo en cuenta que ella aseguró no haberla recibido. 
Es decir que en definitiva la pretensión principal de la actora, dirigida a que se le diera respuesta a esa petición, se encuentra satisfecha con independencia de si fue la parte accionada o el juzgado de conocimiento el que adelantó la gestión relativa a la notificación de esa respuesta o si ello se produjo antes o después de proferida la providencia que definió el trámite incidental, y por tanto, el proceder de ese despacho para obtener el adecuado cumplimiento del fallo de tutela, para nada afectó a la demandante.

En este punto, es válido aclarar que, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia, la citada señora ninguna inconformidad plantea respecto de esa contestación brindada por el ente territorial; su reproche se fundamenta en la ausencia de comunicación de dicha respuesta, omisión que de haberse producido, fue suplida por el juzgado demandado.

Se reitera entonces que las supuestas irregularidades en las que encuentra la actora lesionados sus derechos, carecen de trascendencia constitucional y por tanto, en el caso concreto no se justifica la intervención del juez de tutela.
Por tanto, y ante la ausencia de uno de los presupuestos generales de procedencia de la tutela, se declarará improcedente el amparo reclamado.

7. En estas condiciones, el fallo impugnado será confirmado, aunque se modificará en el sentido de que la acción de tutela debe ser declarada improcedente y no negada, en tanto que no se colman los requisitos generales de procedencia.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el 29 de abril último, en la acción de tutela que instauró la señora Socorro Silvia Mejía Gómez contra el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple local, a la que fueron vinculados el Alcalde, la Secretaria de Desarrollo Social y Político y el Subdirector de Desarrollo Social y de Familia del municipio de Pereira, MODIFICÁNDOLA para declarar improcedente el amparo solicitado.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Sentencia SU034 de 2018. M.P. Alberto Rojas Ríos


� Folios 11 a 15 del archivo denominado “Documento (49)” del disco compacto visible a folio 11


� Folio 21 del archivo denominado “Documento (49)” del disco compacto visible a folio 11


� Ver inspección judicial realizada en primera instancia a folio 18


� Folios 65 a 68 del archivo denominado “Documento (49)” del disco compacto visible a folio 11


� Folio 78 del archivo denominado “Documento (49)” del disco compacto visible a folio 11


� Folios 80 y 81 del archivo denominado “Documento (49)” del disco compacto visible a folio 11


� Folios 87 a 92 del archivo denominado “Documento (49)” del disco compacto visible a folio 11


� Folio 96 del archivo denominado “Documento (49)” del disco compacto visible a folio 11


� Folios 98 a 102 del archivo denominado “Documento (49)” del disco compacto visible a folio
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